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En la República Dominicana, la inscripción 
de nacimiento y la nacionalidad son 
cuestiones interrelacionadas. Como suele 
ser el caso en Latinoamérica, el principio 
de ius soli en la República Dominicana 
significa que un certificado de nacimiento 
de dicho país constituye una prueba de 
la nacionalidad de los menores nacidos 
en él: debe registrarse el nacimiento 
para que la persona pueda solicitar una 
cédula (el documento de identidad) o 
un pasaporte. La partida de nacimiento 
también permite al menor acceder a otros 
derechos y salvaguardias especiales, 
como la protección contra la trata, el 
trabajo infantil o el matrimonio precoz. 
A los responsables del registro civil se 
les encomienda la tarea de determinar 
si el niño que se les presenta para su 
inscripción puede recibir la nacionalidad 
dominicana. Si el funcionario decide 
que el menor no cumple los requisitos 
para acceder a ella, como es el caso 
de los inmigrantes ilegales de Haití, 
se negará a inscribir el nacimiento y, 
contra esta decisión, no se prevé ningún 
sistema de apelación transparente. 
El derecho a registrar el nacimiento 
equivale, por tanto, al derecho a recibir 
la nacionalidad dominicana y la negativa 
a la inscripción se ha convertido en un 
mecanismo para denegarla a los hijos 
de inmigrantes irregulares haitianos.
Xenofobia
Los dominicanos tienen prejuicios muy 
arraigados contra los haitianos. Perciben 
su propia identidad como europea y, sobre 
todo, hispana, a pesar de que la población 
de la República también tiene raíces 
africanas. La xenofobia dominicana tuvo 
su expresión más violenta en 1937, cuando 
la dictadura de Rafael Leónidas Trujillo 
ordenó al ejército asesinar a ciudadanos 
de Haití y a dominicano-haitianos de 
las provincias limítrofes; masacre en la 
que perecieron unas 6.000 personas. 
Unos cincuenta años después de la caída 
del régimen de Trujillo, la xenofobia y 
el racismo son mucho menos frecuentes 
y virulentos, aunque la ignorancia y los 
prejuicios siguen siendo comunes. Los 
líderes políticos no quieren llevar la voz 
cantante en el tema de la inmigración 
haitiana por temor a que les acusen de 
traicionar los intereses nacionales. Los 
sucesivos gobiernos han fracasado en 
la introducción de un marco jurídico 
compatible con las normas internacionales. 
La mayoría de los líderes de los partidos 
políticos no quieren afrontar el asunto, 
situación agravada por la actitud de 
poderosos grupos del sector privado que 
tienen un interés especial en mantener 
un flujo irregular de mano de obra 
dócil y barata en el sector agrícola, 
turístico y de la construcción. Todos 
estos factores han supuesto una gran 
presión, especialmente para los activistas 
civiles nacionales e internacionales que 
se adscriben al movimiento en 
pro de los derechos humanos. 
Dicho movimiento se originó en 
la década de los ochenta en la 
campaña contra el abuso de los 
inmigrantes que cortaban caña 
y en la actualidad sigue vigente, 
ampliado su alcance para abarcar 
a los inmigrantes haitianos y sus 
descendientes en el conjunto del 
país. Uno de los cambios más 
notables que se han producido 
en el movimiento en los últimos 
años es que ahora las ONG 
dominicanas adoptan una postura 
de liderazgo, mientras que los 
socios internacionales les ofrecen 
su apoyo, y no a la inversa.1
Según la Ley de Migración 
dominicana de 2004, debería 
haberse producido un proceso de 
regularización de los inmigrantes 
irregulares de larga duración 
que otorgara la ciudadanía o la 
residencia legal a aquellos “no residentes” 
que cumplieran determinados requisitos 
antes de la implementación de esta 
ley, pero el gobierno dominicano no 
ha emprendido ningún plan parecido 
hasta la fecha. Hasta hace poco no 
existía ninguna alternativa al registro 
civil o al certificado de nacimiento 
para los niños cuya existencia legal se 
denegaba por motivos de nacimiento. No 
obstante, a principios de 2007, la Junta 
Central Electoral estableció un Libro de 
Extranjería para los niños que nacían de 
madres extranjeras indocumentadas.
Durante más de una década los 
activistas que trabajan en favor de 
los inmigrantes han concentrado sus 
esfuerzos contra la denegación de la 
nacionalidad dominicana a los menores 
de origen haitiano (real o supuesto) 
nacidos en la República Dominicana, 
cuestionándola de diversas formas. 
Por ejemplo, el Gobierno dominicano 
repite continuamente la falacia de que 
todos los descendientes de haitianos 
que viven en la República Dominicana 
pueden obtener la nacionalidad 
Tras muchas décadas de migración irregular de haitianos que 
llegan a la República Dominicana para asentarse y trabajar, 
existe una población numerosa en situación incierta expuesta a 
frecuentes discriminaciones y abusos de los derechos humanos. 
La lucha contra la discriminación 













Niños de origen 
haitiano, con 
la bandera de 
la República 
Dominicana 
pintada en el 
rostro, en una 
concentración 
a las puertas 
del Palacio 
de Justicia de 
Santo Domingo, 
marzo de 2003. 
24 LA APATRIDIA RMF32
haitiana. La realidad es que, según la 
Constitución y la Ley de Nacionalidad 
de 1984 haitianas, ciertos grupos de 
personas de origen haitiano nacidos 
fuera de este país no pueden acceder 
automáticamente a esta nacionalidad.
Justicia a través de los tribunales
Hace ya tiempo, los activistas 
en pro de los derechos humanos 
tomaron una decisión estratégica que 
consistía en intentar establecer una 
jurisprudencia que diera lugar a un 
cambio duradero, en vez de tratar el 
problema de forma poco sistemática.
En octubre de 1998, un grupo de 
organizaciones regionales de derechos 
humanos apoyaron al Movimiento de 
Mujeres Dominico-Haitianas (MUDHA)2 
para que presentara una demanda ante 
la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, relativa a la manera en que 
las autoridades dominicanas habían 
denegado los certificados de nacimiento a 
dos niñas de origen haitiano, Dilcia Yean 
y Violeta Bosico. Las ONG comunitarias 
dominicanas recabaron información 
local sobre los abusos a los derechos 
humanos que padecían los haitianos y 
sus descendientes en el país y, tras haber 
agotado todos los recursos jurídicos 
nacionales, decidieron remitir la causa, 
como caso de 
prueba, al organismo 
interamericano de 
derechos humanos.
Siete años más tarde, 
en septiembre de 
2005, un importante 




a la República 
Dominicana a cumplir 
el artículo 11 de su 
Constitución, que 
garantiza el derecho 
a la nacionalidad 
dominicana a todos 
los nacidos en su 
territorio (ius soli), 
a menos que sean 
hijos legítimos de 
diplomáticos o los padres se encuentren 
de tránsito por el país. La Corte determinó 
que al denegar los certificados de 
nacimiento a estas niñas, el Gobierno 
dominicano había vulnerado su derecho 
a una nacionalidad, a la igualdad ante la 
ley, a un nombre y al reconocimiento de su 
personalidad jurídica, derechos todos ellos 
consagrados por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que había sido 
ratificada por la República Dominicana.3
La corte también obligó al 
Gobierno dominicano a:
crear un sistema sencillo, accesible  ■
y razonable para inscribir los 
nacimientos fuera de plazo
tener en cuenta la situación de especial  ■
vulnerabilidad de los menores 
dominicanos de origen haitiano
garantizar el establecimiento de unos  ■
requisitos de nacionalidad claros 
y uniformes, que no se aplicaran 
de forma discrecional por parte 
de los funcionarios del Estado
establecer un proceso eficaz para  ■
la revisión de la denegación de 
los certificados de nacimiento
garantizar el acceso a la  ■
educación primaria a todos los 
niños, independientemente de 
su origen o ascendencia
El 14 de diciembre de 2005, el Tribunal 
Supremo de la República Dominicana 
pareció pasar por alto este importante 
dictamen regional y sentenció que la 
Constitución haitiana debería aplicarse 
antes que la dominicana, ignorando 
así la jurisdicción de aplicación de las 
leyes. Este dictamen declaraba que 
no se fomenta la apatridia al negar la 
nacionalidad dominicana a los hijos de 
inmigrantes haitianos indocumentados, 
ya que la Constitución haitiana 
establece el ius sanguinis, es decir, 
la norma de que la nacionalidad se 
transmite de una generación a otra.
A resultas de la política dominicana 
de denegación de la inscripción de 
nacimiento a cualquier persona que, 
supuestamente, tenga padres haitianos y 
la dificultad de adquirir documentación 
haitiana, muchos niños quedan apátridas. 
Según las autoridades dominicanas, 
los menores heredan la situación 
“irregular” de sus padres. Pero si no 
existen programas de regularización ni un 
cambio en las políticas, muchos se verán 
abocados a la ilegalidad permanente.
En la reunión del Comité Ejecutivo de 
ACNUR celebrada en 20064, se destacó 
que la causa de Yean y Bosico motivó 
el dictamen individual más importante 
del mundo en materia de nacionalidad y 
apatridia de 2005. No obstante, parece que 
este hecho no se reconoce lo suficiente en 
la República Dominicana; la aplicación 
generalizada de la sentencia parece 
un sueño lejano. Cabe decir a favor de 
las autoridades que han satisfecho las 
indemnizaciones económicas, pero aun 
así, lamentablemente, muestran indicios 
de seguir ahondando en la discriminación 
contra la cual sentenció el organismo 
interamericano de derechos humanos.
Retirada de la nacionalidad
Dos casos recientes han avivado el debate 
y presentado nuevos desafíos a los 
activistas civiles. En septiembre de 2008, 
el Director del Registro Civil preparó un 
documento en el que solicitaba retirar 
la nacionalidad a 126 dominicanos de 
ascendencia haitiana alegando que sus 
padres no poseían ningún documento de 
identidad dominicano ni estatus legal de 
migrantes en el momento de inscribir el 
nacimiento. Según el citado documento, 
se encontraban, por tanto, en “situación 
de tránsito”. Como observó un periodista 
dominicano con gran ironía, el único 
lugar hacia el que podían ir de tránsito 
era a “la vida eterna”, ya que la gran 
mayoría siempre ha estado vinculada a 
esta tierra de inmigrantes y emigrantes.
El recién reelegido presidente Fernández 
presentó ante el Congreso en septiembre 
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“Sin papeles somos como 
cerdos en el barro” 
Luisa, anciana trabajadora 
agrícola nacida y criada en la 
República Dominicana
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Desde hace más de veinte años, los 
activistas elaboran declaraciones 
que vinculan, de forma implícita, la 
apatridia con el desafío de proporcionar 
seguridad y promover la dignidad de 
las personas, de modo que la insertan 
en el sistema de derechos humanos. Por 
ejemplo, la Declaración de 1986 sobre 
el Derecho al Desarrollo reconoce la 
libertad universal a “participar en un 
desarrollo económico, social, cultural 
y político en el que puedan realizarse 
plenamente todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales, a contribuir 
a ese desarrollo y a disfrutar de él”.1
Sin embargo, más recientemente se 
ha relacionado de forma explícita 
el concepto de apatridia con las 
campañas a favor de regularizar 
la migración, la nacionalidad y la 
identidad, así como con las políticas 
de no discriminación. El reto que 
supone prevenir la apatridia también 
ha tenido un lugar en la agenda sobre 
el cambio climático, concretamente 
con el reconocimiento de que la subida 
del nivel del mar puede significar la 
desaparición de algunos Estados que 
se encuentran en bajas altitudes. 
Existen diversas fuerzas que impulsan la 
nueva agenda sobre la apatridia. Una se 
deriva de la transformación del Estado 
westfaliano2 en modelos de organización 
política más integradores. Otra consiste en 
el aumento de la migración transfronteriza 
y el reconocimiento de las poblaciones 
multiétnicas y multinacionales. En 
muchas partes del mundo, se ha asociado 
estrechamente la apatridia con el trato 
a las minorías y el derecho a la no 
discriminación. Por ejemplo, en el contexto 
europeo, ha crecido el espíritu de la no 
discriminación, sobre todo por motivos 
de raza y religión, hasta abarcar un sinfín 
de categorías sociales diversas, lo cual 
dificulta la manifestación de prejuicios por 
origen nacional y estatuto de nacionalidad. 
Cada vez está más extendida la opinión 
de que las minorías, los extranjeros y otros 
grupos albergan pretensiones legítimas 
sobre los Estados en los que residen, 
sean o no ciudadanos de esas naciones. 
Protestas masivas
Ese argumento ha recibido un apoyo 
práctico por parte de sus defensores 
comunitarios, que intentan regularizar 
la situación jurídica de los trabajadores 
irregulares, de los solicitantes de asilo 
cuya demanda es denegada y de los 
visitantes con permiso de residencia 
caducado. Aunque no sean apátridas de 
jure, muchos de los destinatarios de esas 
campañas carecen de nacionalidad efectiva 
y están indefensos. Se han organizado 
algunas protestas a través de ONG locales, 
como el Consejo para el Bienestar de los 
Inmigrantes (JWCI, por sus siglas en 
inglés3) del Reino Unido, mientras que 
otras están coordinadas por asociaciones 
no profesionales, organizaciones 
comunitarias de inmigrantes y distintos 
colectivos. En mayo de 2006, más de un 
millón de personas dejaron su trabajo 
para tomar las calles de diversas ciudades 
por todo Estados Unidos en protesta 
contra la situación de unos 12 millones de 
migrantes indocumentados que, tras la 
aprobación de una nueva ley, podían pasar 
a ser delincuentes, ya que se les cerraban 
las vías para obtener la ciudadanía. 
Las protestas de Estados Unidos tuvieron 
su réplica en otros actos similares de 
menor escala en toda Europa. En mayo 
de 2007 se produjo una concentración 
pública en el Reino Unido con el lema “De 
extranjeros a ciudadanos”, que reclamaba 
la creación de una regularización única 
(un “camino para lograr la ciudadanía”) 
para aquellos inmigrantes que llevaran 
residiendo en ese país cuatro años 
como mínimo. La propuesta consistía 
en que se les debía otorgar un permiso 
Aunque la apatridia nunca ha suscitado tanto interés como lo 
hicieron otros temas centrales para la jurisprudencia internacional 
sobre derechos humanos, sí ha pasado a formar parte del discurso 
oficial de las políticas de Naciones Unidas. 
Campañas de reivindicación y 
desarrollo de políticas
Brad Blitz 
la Constitución que incluye una nueva 
cláusula, la cual indica que no pueden 
adquirir la nacionalidad dominicana los 
hijos de padres que residen ilegalmente 
en dicho territorio. Si se aprueba esta 
atenuada versión del ius soli (y no 
existe razón aparente que indique lo 
contrario; por ejemplo, Irlanda introdujo 
exactamente la misma restricción sobre 
la adquisición de la nacionalidad), los 
debates jurídicos se enrarecerán aún más.
Además de protestar con firmeza contra 
la posible aplicación retroactiva de los 
cambios constitucionales, los activistas 
civiles seguirán destacando la necesidad 
de que se elimine el doble rasero. A 
diferencia de los Estados Unidos y la 
mayoría de países de Latinoamérica, que 
han recibido un número significativo de 
inmigrantes, la República Dominicana 
nunca ha abierto un programa de 
regularización para los residentes no 
autorizados de larga duración y, sin 
embargo, es un fuerte defensor de los 
derechos de los émigrés dominicanos y 
sus descendientes en el extranjero.
No obstante, quizá el mayor obstáculo 
que impida hacer frente a los recortes en 
el imperio de la ley no sea necesariamente 
jurídico, sino cultural. Aunque la 
jurisprudencia en la región es importante 
y necesaria, es vital reforzar la educación 
de la ciudadanía para garantizar que al 
Estado se le exija el cumplimiento de 
sus responsabilidades como garante 
de los derechos fundamentales.
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